Ordinario Laboral
66001-31-05-003-2017-00276-01

Carlos Arturo Trespalacios Díaz vs Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A E.S.P
Llamado en garantía: Compañía Aseguradora de Fianzas S.A Confianza S.A

Litis Consorte: Luis Fernando Salazar Jiménez


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto:



Apelación auto.

Proceso: 


Ordinario Laboral.

Radicado Nº:  


66001-31-05-003-2017-00276-01.

Demandante: 


Carlos Arturo Trespalacios Díaz.

Demandado: 


Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A.

Litis Consorte:


Luis Fernando Salazar Jiménez.

Llamado en garantía:

Compañía Aseguradora de Finanzas S.A Confianza S.A.
Providencia: 


Auto 1 de junio de 2018.
Juzgado de origen:

Tercero Laboral del Circuito.

TEMAS:
EXCEPCIÓN PREVIA DE FALTA DE JURISDICCIÓN / FRENTE A LA EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA / LA COMPETENCIA LA DEFINE, INICIALMENTE, LA AFIRMACIÓN DEL DEMANDANTE, QUIEN ASUME LA CARGA PROBATORIA DE ACREDITAR EN EL PROCESO SUS PRESUPUESTOS.
Los asuntos de que conoce la jurisdicción laboral están señalados en el artículo 2 del CPT; entre ellos el numeral 1 prescribe que “conoce de conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo”.

Dentro de tal evento quedan comprendidas las controversias que planteen los trabajadores particulares como los oficiales; afirmación, de ostentar esta última calidad, que basta para adquirir competencia la jurisdicción ordinaria laboral como lo ha dicho la SCL de la CSJ y, que no sobra decir deriva de la ley, atendiendo el carácter del empleador.

Entonces, tendrá la carga probatoria el demandante de acreditar la categoría de trabajador oficial que alega, que dependerá de la naturaleza jurídica del supuesto empleador, como ya se dijo y la labor desarrollada por aquel.
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Ponente: OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

AUDIENCIA PÚBLICA
En Pereira, a los veinte (20) días del mes de noviembre de dos mil ocho, siendo las ocho de la mañana (8:00 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación del auto proferido el 01 de junio de 2018 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso iniciado por Carlos Arturo Trespalacios Díaz en contra de Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A ESP, donde se llamó en garantía a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A Confianza S.A y se vinculó como Litis Consorte al señor Luis Fernando Salazar Jiménez, radicado al N° 66001-31-05-003-2017-00276-01.
REGISTRO DE ASISTENCIA:

Demandante y su apoderado: 


Demandado y su apoderado:

TRASLADO A LAS PARTES

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.  

ANTECEDENTES
1. Crónica Procesal
1.1. Pretende el señor Carlos Arturo Trespalacios Díaz, para lo que interesa a este asunto, la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo a término indefinido, del 04-02-2008 hasta el 13-03-2012, como trabajador oficial, con la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A ESP, que terminó sin justa causa y que Luis Fernando Salazar Jiménez fungió como intermediario entre las partes; con las consecuentes condenas. 
También, que para la época la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A ESP era una Empresa de Servicios Públicos Oficial; beneficiario de las convenciones colectivas de trabajo suscritas en SINTRAEMSDES (fls.1 a 483).
1.2. Una vez admitida y agotado el trámite de notificación, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A ESP, entre otros actos, formuló las excepciones previas que denominó “falta de jurisdicción y competencia”; “Inepta demanda por falta de integración de Litis consorte necesario”. 
Fundamentó la primera, que es la que nos convoca, en que el actor pretende se le declare como trabajador oficial y para ello se hace necesario que se analice la naturaleza jurídica de la Empresa, sin que sea posible que el juez declare el cambio de la misma; competencia no atribuida en el artículo 2 del CPL.
Explicó que dicha naturaleza es de carácter mixto y no oficial, esto se deriva de su composición accionaria (fls. 502 a 619).

3. Auto impugnado
El Juez de instancia declaró no probada la excepción previa de “falta de jurisdicción y competencia” en tanto lo pretendido es la declaratoria de la existencia de un contrato de trabajo entre las partes en contienda, afirmación suficiente para que sea la justicia ordinaria laboral quien asuma la competencia para definir esta controversia. Añade, que es en la sentencia, cuando se agote el material probatorio, que se le puede reconocer la condición de trabajador oficial y la existencia del contrato.  
Ahora, la calificación de empleado oficial deriva de la revisión que se haga de la naturaleza jurídica que pueda tener la entidad demandada, la que está dada por la ley o por su conformación. Definir este aspecto no es competencia del juzgado, ni de la jurisdicción contenciosa y mucho menos determinar si se trata o se transforma de una entidad pública a una entidad privada o viceversa.
4. Impugnación

El apoderado de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A E.S.P inconforme con la decisión recurrió el auto proferido y exteriorizó que no es posible que en la decisión de declararse incompetente para establecer o no la condición de trabajador oficial del demandante, se aplace hasta sentencia.

Insiste, que lo que pretende el promotor de esta acción es que se modifique el régimen jurídico laboral que gobiernan las relaciones laborales en la EAAP. Partiendo de ello se produce la incompetencia, pues no es posible para el Juez Laboral desconocer o cambiar la naturaleza jurídica de la demandada, para convertirla en una Empresa de Servicios Públicos domiciliarios Oficial con el objeto de que sus relaciones laborales sean las de las Empresas Industriales y comerciales del Estado, empleados públicos y trabajadores oficiales.
Agrega, que para que salgan avante las pretensiones del actor, esto es, se le declare trabajador oficial, debe cambiar la naturaleza jurídica de la demandada, que es una empresa de servicios públicos domiciliarios mixta desde el acta de creación dada por el Consejo Municipal de Pereira, que autorizó la transformación de oficial a mixta, que determina la condición de particulares de su trabajadores (art. 41 ley 142); naturaleza jurídica que reprocha el actor en esta sede judicial, y esta situación no puede ser conocida por esta jurisdicción por su falta de competencia, dada la presunción de legalidad de que goza ese acto administrativo.
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

De acuerdo con lo anterior, la Sala plantea el siguiente:
¿Es competente el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira para decidir la controversia que plantea el señor Carlos Arturo Trespalacios Díaz contra la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A E.S.P, que se orienta a que se declare la existencia de un contrato de trabajo y la calidad de trabajador oficial?
2. Solución al interrogante planteado
2.1  Los asuntos de que conoce la jurisdicción laboral están señalados en el artículo 2 del CPT; entre ellos el numeral 1 prescribe que “conoce de conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo”.

Dentro de tal evento quedan comprendidas las controversias que planteen los trabajadores particulares como los oficiales; afirmación, de ostentar esta última calidad, que basta para adquirir competencia la jurisdicción ordinaria laboral como lo ha dicho la SCL de la CSJ y, que no sobra decir deriva de la ley, atendiendo el carácter del empleador.

Entonces, tendrá la carga probatoria el demandante de acreditar la categoría de trabajador oficial que alega, que dependerá de la naturaleza jurídica del supuesto empleador, como ya se dijo y la labor desarrollada por aquel. 
Así por ejemplo, en una entidad territorial de orden municipal o departamental serán trabajadores oficiales los que desempeñen trabajos de la construcción y sostenimiento de obras públicas (art. 292 del Decreto1333 de 1986 y Ley 11 de 1986); en las ESE el personal destinados al mantenimiento de la planta física o de servicios generales (art. 26 Ley 10 de 1990 en concordancia art.195 Ley 100 de 1993); en las EICE por regla general su personal lo será, salvo los de dirección que son empleados públicos (Decreto 3135 de 1968, art. 5). 

Con lo anterior, lo que se quiere significar, es que le corresponde al actor demostrar la labor desarrollada y al juez determinar de acuerdo con la naturaleza jurídica que tanga la entidad demanda la clase de empleado que fue, sin que esto desborde su competencia, pues ello no implicará tomar una determinación respecto a la naturaleza o carácter de la entidad, al estar el funcionario judicial atado a la que tenga esta; y en ese sentido debe interpretarse la pretensión 2 principal de la demanda y no en el entendido en que lo hace el demandado . 
2.2. A tono con lo expuesto, la pretensión elevada por el señor Trespalacios Díaz –declaratoria de la existencia de un contrato a término indefinido como trabajador oficial y todas las acreencias laborales que se desprenden de la relación- está inmersa en los asuntos que compete decidir a la jurisdicción ordinaria laboral, como también si este llegare a tener la calidad de trabajador particular, por las razones aducidas por la parte demandada.
Y ciertamente, solo luego del recaudado del material probatorio se podrá definir el carácter de la vinculación del demandante con la demandada y no antes como lo pretende el recurrente. 
En este sentido lo ha dicho nuestro órgano de cierre en sentencia SL 2603 de 2017, rad. 39743, del que se rememora el siguiente aparte:

“2) La definición judicial de la categoría laboral de un servidor y su consecuente forma de vinculación con la administración, es un asunto de orden sustancial.

A) En efecto, la sentencia dictada por un juez laboral que dirime una controversia judicial sobre la categoría laboral de un servidor público es en sí misma una decisión de fondo o de mérito, porque implica para el funcionario judicial un análisis fáctico, probatorio y normativo tendiente a verificar si quien demanda tiene la calidad de trabajador oficial que dice tener, y en consecuencia, si tiene derecho o no a los a los beneficios reclamados y derivados del contrato de trabajo, lo cual, claramente encaja dentro de su ámbito de competencia conforme lo establece el numeral 1 del CPT y SS”    
CONCLUSIÓN

En armonía, con lo expuesto en precedencia, se confirmará el auto recurrido y se condenará, en esta instancia, en costas a la parte recurrente en favor del demandante, al fracasar la alzada.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 01 de junio de 2018 a través del cual se declaró no probada la excepción previa de falta de jurisdicción y competencia propuesta por el apoderado de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A ESP; dentro del proceso iniciado por el señor Carlos Arturo Trespalacios Díaz.
SEGUNDO: CONDENAR en costas en esta instancia a la parte recurrente en favor del demandante, por lo expuesto en la parte motiva.
Por su pronunciamiento oral, esta decisión de notifica en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acata por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

       FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




      Magistrado
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